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El artículo 19, inciso V del Código Federal de Procedimlentoa 
Civiles establece, también, que es juez competente, el del DOMI, 
CILIO del demandado CUANDO SE TRATE (como en el caso) 
DE UNA ACC!ON PERSONAL. 

En el presente asunto, no ha habido sumisión, ni tácita ni 
expresa al C. Gobernador del Estado de México, sino que mi po­
derdante PROTESTÓ siempre no reconocerle jurisdicción para 
fallar el negocio. 

Tampoco la ha habido a la denominada "Junta de Concilia• 
ción y Arbitraje," porque ésta con el procedimiento inconcebible 
que siguiera, no dió oportunidad a mi parte para que ante aquella 

hiciese gestión alguna. 
De lo expuesto, se desprende de manera ineludible, la incom• 

petencia de las •·autoridades'' del Estado de México para fallar 
esta controversia. 

Los responsables sustentan la tesis de que un trabajador puede 
demandar a un capitalista en el lugar en que plazca al primero. 

Esta doctrina podrá ser todo lo ''revolucionada" que se quiera, 
pero no encuentra apoyo en la jurisprudencia qne nos rige. 

El patrono de Delsasso pretende presentar a sn cliente como 
un '1obrero" víctima de la codicia de una Compafl.ía poderosa, Y 
por este flanco del sentimiento, trata de desnaturalizar los eternos 
principios de la justicia. · 

Delsasso no es 11n "obrero." El mismo se llama"AGENTE" 
de la Compat1ía y ese cargo le inviste, por cierto, de un carácter 

diverso al de un simple obrero. 
Lo más· vigoroso de la argumentación de Delsasso descansa en 

que le hubiera sido ouerosísimo venir a demandar a la Compaflía 
a esta Capital. Pero este elemento "económico" no puede por SÍ 

solo, tener influencia jurídica algooa. 
Delsasso debió probar, como era natural, que la Sociedad tenía 

apoderado jurídico en Toluca y que en esa población estaba domi• 

ciliada, pero nada de eso hizo. 
En el caso especial, el abogado del sefior Delsasso reside en 

esta Ciudad y le ha sido preciso, según sé, ir a Toluca, donde, sin 
duda ha encontrado "mayores facilidades" para sn intento, a fin 
de ej~rcitar las acciones que ha deducido contra la Compat1ía. Esta 
consideración basta para que la Corte se percate de que no fué por 
lo "dispendioso" por lo que Delsasso no ocurrió a los Tribunales 
del Distrito Federal, como debió hacerlo. 

La teoría que sustenta el informe de las autoridades respon• 
sables, es absurda. Cualquier individuo., conforme a aquella, 
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l'Odría elegir a su antojo, las personas que mejor le agradasen y 
declararlas por sí y ante sí. competentes para decidir la contraver· 
-sia que en ese lugar provocara contra sus antiguos patronos. Esto 
·es sencillamente anárquico y violador de los principios del derecho 
público. 

De lo expuesto, se deduce, que el grupo de personas que se 
intituló en Toluca, el 22 de octubre de 1917, "Junta de Concilia­
'1:ión Y Arbitraje," careció de competencia para decidfr de la acción 
que contra esta Sociedad, deduje Fernando L. Delsasso. 

No habiéndose cumplido las formalidades del procedimiento 
1establecido, ni aplicado con exactitud la ley. es decir, los artículos 
-del_ Código de Procedimientos CivileJ del Distrito Federal que ya 
·se invocaron en este capítulo, es evidente la violación del artícu­
Jo 14 del Código Político Mexicano. El amparo es, por tanto, 
procedente, de acuerdo con el artículo 661, inciso I, del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, relacionado con el 103, inciso I 
-de la misma Carta Federal, ya que se trata de autoridades que 
violan garantías individuales. 

La sentencia del C. Juez de Distrito del Estado de México 
' -que también infringió les textos constitucionales citados, al no 

"plicarlos en su fallo, debe necesariamente revocarse. 

CAPITULO II 

El artículo 91 <lel Código de Procedimientos Judiciales del 
Estado de México, previene que la competencia para conocer y 
·determinar un negocio, a falta de sumisión expresa, se toma (inci .. 
110 I) del domicilio del demandado, cualesquiera que fuesen las 
acciones que contra él se deduzcan. 

Las autoridades responsables, asientan que ese Código ':,,a 
se derog6,"aunque no dicen cuando ni por quién, siendo posible 
~ue fuese en el período ' 1preconstitucional," en cuyo caso "legal­
mente" no puede sostenerse que el mismo Código haya perdido 
su fuerza. 

Las mismas autoridades aseveran que ahora es el Código de · 
Procedimientos Civiles del D. F., el que rige en el Estado de Mé­
xico. Pues bien, este último, en su artículo 186, estatuye "que a 
:falta de designación en contrario es competente el juez del DOMI­
CILIO del deudor, sea cual fuere la acción que se ejercite." 

En el informe del C. Gobernador se dice, tan solo, que no se 
'\'ioló el art. 91 del Código de Enj11iciamiento del Estado de Méxi-
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